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SALA DE CASACIÓN SOCIAL
 

Ponencia del Magistrado Dr. OMAR ALFREDO MORA DÍAZ
 

En el juicio que por cobro de prestaciones sociales sigue el ciudadano NABIL SAAD, representado judicialmente por el abogado Rubén Vásquez, contra la sociedad mercantil “DISTRIBUIDORA DE PRODUCTOS PRODERMA COSMÉTICOS S.R.L”, representada por los abogados José Manuel Blanco Ponce, Aleida Álvarez de García, Manuel Chacón, Régulo Vásquez Romanos, Kabchi Clemor y Antonio Lozano; el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, conociendo en reenvío, dictó sentencia en fecha 11 de julio de 2000, mediante la cual declaró sin lugar la apelación de la parte actora, sin lugar la demanda interpuesta.

 

Contra dicha decisión de Alzada el demandante anunció recurso de casación, el cual una vez admitido, fue oportunamente formalizado. No hubo impugnación.

Recibido el expediente, se dio cuenta en Sala el 21 de septiembre de 2000, asignándose la ponencia al Magistrado que con tal carácter suscribe la presente decisión. 

 

Concluida la sustanciación del presente recurso de casación y cumplidas como han sido las formalidades legales, pasa esta Sala de Casación Social a dictar sentencia, bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter la suscribe, previas las siguientes consideraciones:

 

 

RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY

 

- I -

 

Conforme al contenido del escrito de formalización, se encuadra la presente denuncia en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 320 eiusdem, toda vez que la sentencia recurrida dio por demostrado la existencia de una “reventa de productos”, siendo éste el hecho positivo particular y concreto que se denuncia, sin el respectivo respaldo probatorio.

 

Para establecer lo relativo a la “reventa de productos”, el Tribunal de Alzada se apoyó en el análisis de las facturas cursantes a los folios 147 y 148, de las copias de facturas cursantes a los folios 149 al 156 y de la comunicación cursante al folio 145; siendo que en ninguno de los documentos analizados por el sentenciador aparece indicada o determinada la supuesta “reventa de productos”.

 

 

La hipótesis de suposición falsa que se denuncia es el primer caso que contempla el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, conocido en doctrina como prueba insuficiente, el cual se presenta cuando el juzgador atribuye a instrumentos que cursan en el expediente menciones que éstos no contienen. 

 

 

Se denuncia además, como infringido por falta de aplicación, el artículo 1.363 del Código Civil el cual dispone que el instrumento privado reconocido o tenido legalmente por reconocido tiene fuerza probatoria en lo que se refiere al hecho material de las declaraciones, lo cual no existe en le presente asunto, pues no ha habido tal declaración de reventa, al desconocer el sentenciador el precepto contenido en la ley al asignarle al documento un contenido que no tiene, la recurrida infringe igualmente lo dispuesto en el artículo 12 del Código de Procedimiento Civil. 

Para decidir observa:

 

A los fines de la apreciación por parte de esta Sala del primer caso de suposición falsa, el cual aquí se denuncia, se ha establecido:

 

“Conforme a la doctrina tradicional sobre la materia, la apreciación por el Tribunal de Casación del primer caso de falsa suposición -sobre el planteamiento del recurso también admitido bajo la figura de la desnaturalización o desviación ideológica- se resume y resuelve en la confrontación entre el texto de la sentencia donde indique el recurrente la presencia de la mención que reputa inexistente, y el texto del acta o instrumento del cual aquella dice extraer la mención. De allí surgirá, sin otro análisis, la evidencia o no del vicio denunciado.” (Sentencia Nº 70 de la Sala de Casación Social del 29 de marzo de 2000, caso Nelson Requiz contra C.A. Nacional Teléfonos de Venezuela.)

 

 

Siguiendo el criterio transcrito, se observa que en el presente caso, los recurrentes bajo la denuncia de falsa suposición, pretenden impugnar la sentencia de Alzada, por considerar que en dicha decisión se “… dio por demostrado la existencia de una reventa de productos…”, siendo que               -según ellos- en ninguno de los documentos analizados por el Juez aparece indicada tal reventa.

 

Así pues, yerran los formalizantes al plantear la presente denuncia, ya que conforme al criterio jurisprudencial antes expresado, deben indicar en qué parte de la sentencia se menciona o transcribe el texto que se reputa como inexistente y señalar el documento del cual se dice fue producido, de forma que se pretende atacar la conclusión a la cual arriba el sentenciador como resultado de la valoración de las pruebas presentadas, mas no un hecho que se haya dado por demostrado con pruebas que no aparecen en autos o cuya inexactitud resulta de la confrontación del instrumento probatorio respectivo.

 

En definitiva, al no cumplir los recurrentes con la carga procesal correspondiente para denunciar el vicio de suposición falsa y además pretender con este medio de impugnación desvirtuar la conclusión a la cual el juez sentenciador llegó como producto de su análisis sobre las pruebas de autos, han incurrido en un error en la técnica de casación, aún en la utilización de una denuncia no idónea para cuestionar una conclusión jurídica del juez; en consecuencia, ésta debe ser desestimada y, así se decide.

 

- II -

 

Es señalado por los recurrentes en su escrito de formalización que “… el Sentenciador incurre en el vicio sancionado en el ordinal segundo del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil por la falta de aplicación de los artículos 39 y 65 de la Ley Orgánica del Trabajo y de los artículos 1.166 y 1.397 del Código Civil.”

 

A tal efecto indican, luego de transcribir varios párrafos de la sentencia impugnada, que la Alzada consideró como primer elemento que el trabajo debe ser efectuado de manera personal y directamente por una persona natural, no siendo posible la condición de trabajador en personas jurídicas; estableciendo igualmente que no hay relación directa con el señor Nabil Saad en virtud de la existencia de un contrato de representación, venta y distribución de productos entre las empresas Proderma y Don Juan.

 

Así de acuerdo a la doctrina de esta Sala (caso DIPOSA), la existencia de un contrato como el que se ha señalado en dos personas jurídicas no se puede hacer valer frente al actor que es una persona natural y distinta de las sociedades mercantiles que celebraron la convención; pues de esta manera se desconoce el principio de relatividad de los contratos consagrado en el artículo 1.166 del Código Civil. En razón de ello, estiman que el Juez dejó de aplicar la mencionada norma jurídica, así como el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo que consagra la presunción de la existencia de la relación de trabajo, ya que la sola existencia de un contrato mercantil entre sociedades de comercio no determina la inexistencia de la prestación de un servicio personal.

 

Indican además los formalizantes que el segundo elemento analizado por el Tribunal Superior fue el relativo a la relación de subordinación, habiendo concluido que no se evidencia del contrato suscrito por las partes y que no existe documento que demuestre que el señor Nabil Saad recibía instrucciones del demandado para el desempeño de sus funciones y en relación al elemento salarial, la Alzada se limitó a decir que las mismas no constaban en autos, cuando estos elementos no pueden ser analizados de tal forma, ya que una vez considerada la prestación de servicio se consagra una presunción inherente a la prestación de la relación de trabajo, la cual indica que deberá tenerse por probada salvo prueba en contrario. Se vulneran así por falta de aplicación los artículos 1.397 del Código Civil y 65 de la Ley Orgánica del Trabajo.

 

La Sala, para decidir, observa:

A los fines de establecer la existencia de la relación de trabajo entre las partes y la presencia de los elementos característicos del contrato, el Tribunal de Alzada consideró:

 

“En todo contrato o relación de trabajo deben estar determinados y definidos los elementos que lo caracterizan, los cuales son: prestación de servicios personales, subordinación y remuneración o salario tal como lo preceptúa la Ley Orgánica del Trabajo en su artículo 67. Por su parte el artículo 39 ejusdem define al trabajador como la persona natural, que realiza una labor de cualquier clase, por cuenta ajena y bajo la dependencia de otra.

El primer elemento que debemos analizar es pues, la prestación de servicio personal. El contrato de trabajo, es celebrado intuito personae es decir se contrata a la persona por sus condiciones y cualidades en el desempeño de sus funciones, de allí que debe ser efectuado de manera personal, directamente por una persona natural, definida en el artículo 16 del Código Civil como todo individuo de la especie humana. Quiere ello decir que no es posible la condición de trabajador en personas jurídicas ni que se pueda sustituir el trabajador por otra persona. Al folio 141, marcado con la letra “I” corre inserta carta suscrita por el señor Nabil la cual no fue desconocida por el actor, en la cual señala que se va de viaje y ‘los dejo con mi amigo el que siempre le hablé, el Sr. Felipe Hernández, Felipe me lleva la cuenta, firma los cheques, hace depósitos, recibe pedidos, factura, envía y todo bajo control absoluto”…omissis… Observa la Alzada que la empresa Proderma no objetó que las actividades la ejerciera persona distinta al actor, ello porque el contrato suscrito fue con la empresa Don Juan quien se comprometió a la representación, venta y distribución de sus productos y no directamente el señor Nabil Saad, y así se establece.

…omissis… El elemento subordinación propio de los contratos o relación de trabajo no consta ni se evidencia del contrato suscrito por las partes. No hay en auto documento ni hecho alguno que demuestre que el señor Nabil Saad recibía órdenes e instrucciones para realizar o desempeñar sus funciones. Tampoco constan en autos asignaciones o pagos de carácter salarial.”

 

Del texto transcrito se deriva que el sentenciador estimó que no existía la prestación de un servicio personal entre el actor y la demandada, toda vez que, mediaba un compromiso de tipo mercantil entre las empresas Don Juan (perteneciente al actor) y Proderma (parte demandada), negando por ello la posibilidad de que el demandante pudiera tener la condición de trabajador.

 

Ahora bien, con respecto a la presunción jurídica contenida en el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo, esta Sala en sentencia Nº 26 del 9 de marzo de 2000, caso Carlos Luis De Casas Bauder contra Seguros la Metropolitana, S.A., estableció lo siguiente:

 

 “Ahora bien, es importante destacar el contenido del artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo, el cual textualmente expresa:

“Se presumirá la existencia de la relación trabajo entre quien preste un servicio personal y quien lo reciba. Se exceptúan aquellos casos en los cuales, por razones de orden ético o de interés social, se presten servicios a instituciones sin fines de lucro con propósitos distintos de los de la relación laboral”.

La doctrina patria con relación a la presunción de la relación de trabajo estipulada en el citado artículo 65 de la Ley Orgánica de Trabajo, ha expresado:

“Puede definirse la relación de trabajo, ‘como la relación jurídica que existe entre el trabajador y su patrono, cualquiera que sea el hecho que le da nacimiento’ (…)  otra definición bastante descriptiva es la que hace Mario de la Cueva, quien afirma que la relación de trabajo  ‘es una situación jurídica objetiva  que se crea entre un trabajador  y un patrono por la prestación de un trabajo subordinado, cualquiera que sea el acto o la causa que le dio origen, en virtud de la cual se aplica al trabajador un estatuto objetivo‘. La presunción apunta a desarrollar una protección amplia al trabajador, en el sentido de reconocer consecuencias jurídicas al solo hecho de la prestación del servicio personal, mediante la incorporación de una presunción juris tantum a favor del mismo.

La presunción admite prueba en contrario y por lo tanto, puede ser desvirtuada, pero en el supuesto de que se negare la existencia de la relación de trabajo, bien por razones de orden ético o de interés social por prestación de servicios a instituciones sin fines de lucro con propósitos distintos de la relación de trabajo (Art. 65 LOT) o por la existencia  de un contrato distinto de prestación de servicios, la carga de la prueba recae sobre la persona del patrono, ya que de no hacerlo, debe considerarse esta prestación de servicio personal como de naturaleza laboral, consideración ésta que deberá hacerse, aún cuando se hayan utilizado o adoptado figuras que simulen otros nexos jurídicos de diferente naturaleza”. (Bernardoni, Bustamante, Carvallo, Díaz y Otros, Comentarios a la Ley Orgánica del Trabajo; Caracas, 1999, pp. 69 y 70) (El subrayado es de la Sala).

 

 

Con relación a la presunción de la existencia de la relación laboral, entre quien presta un servicio personal y quien lo recibe, también la Jurisprudencia de este Alto Tribunal, ha expresado:

 

“De la lectura del fallo, en el examen conjunto de las pruebas transcritas, y las conclusiones a las cuales llega el Sentenciador, se evidencia que no aplicó la presunción de existencia de la relación de trabajo, establecida por la ley.

 

En efecto, ordena el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo, lo siguiente:

 

‘Se presumirá la existencia de una relación de trabajo entre quien preste un servicio personal y quien lo reciba.

 

Se exceptuarán aquellos casos en los cuales, por razones de orden ético o de interés social, se presten servicios a instituciones sin fines de lucro con propósitos distintos de los de la relación laboral’.

 

De acuerdo con la disposición transcrita, establecida la prestación personal de un servicio, debe el Sentenciador, salvo que se trate de la excepción contemplada en la regla general, considerar existente la relación de trabajo, y, por admitir dicha presunción prueba en contrario, de acuerdo con la doctrina generalmente aceptada, centrar el examen probatorio en el establecimiento de la existencia o no de algún hecho capaz de desvirtuar la presunción legal.

 

La regla legal en cuestión fue establecida en protección de los derechos del trabajador, en acatamiento de los principios constitucionales que ordenan proteger el trabajo, como hecho social; por consiguiente, su cumplimiento interesa al orden público.

 

Manteniendo la presente decisión dentro de los límites del defecto de aplicación de ley observado, el cual, como se dijo, afecta al orden público; y sin extender el examen a efectos relativos al establecimiento y apreciación de los hechos o de las pruebas, realizado por la instancia; esta Sala, en ejercicio de la facultad contenida en el cuarto aparte del artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, declara de oficio la infracción del artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo, por falta de aplicación.” 

 

 

De igual manera con relación al principio de la relatividad de los contratos, en sentencia Nº 61 de fecha 16 de marzo de 2000, caso Félix Ramírez y otros contra Distribuidora Polar (DIPOSA), se asentó lo siguiente:

 

“Incurre en error el Juez ad quem cuando aprecia que el hecho constitutivo de la presunción laboral, la prestación de un servicio personal, había quedado desvirtuado por los documentos constitutivos estatutarios de unas sociedades mercantiles y por los contratos de compra venta mercantil celebrados entre unas sociedades mercantiles y la demandada que demostraban la existencia de una relación mercantil, pues tal como ya fue indicado, lo contratos no tienen efecto sino entre las partes contratantes; no dañan ni aprovechan a los terceros, excepto en los casos establecidos por la ley, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 1.166 del Código Civil, y la doctrina nacional y extranjera y la jurisprudencia patria, antes referida, han señalado invariablemente, que tales contratos no pueden hacer nacer ningún vínculo jurídico , ninguna obligación en relación con los terceros ajenos a la relación contractual que se pretende hacer valer en su contra…”

 

 

Así pues, siguiendo la doctrina invocada, puede observarse que no es posible desvirtuar la presunción legal contenida en el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo, por el solo hecho de que mediara un supuesto contrato mercantil entre la demandada y la empresa propiedad del demandante, puesto que ello no es motivo suficiente para concluir que no puede haber una prestación de servicio personal, tal y como fue estipulado por el sentenciador, ya que como es señalado por Rafael Caldera, en su obra Derecho del Trabajo: “… Poco importa la naturaleza del servicio prestado para los fines de la existencia del contrato lo que interesa es que sea de naturaleza personal … Basta, pues como elemento de hecho la prestación del servicio, siempre que ese servicio sea de carácter personal, para que la calificación de la relación jurídica existente entre el que lo presta y el que lo recibe se presuma como un contrato de trabajo…”. De igual manera, si en algún momento de la relación, como se desprende del documento valorado a ese efecto por la recurrida, otra persona realizó la labor encomendada circunstancialmente, de forma accidental o temporal, no debe estimarse como elemento suficiente para descartar la discutida relación de trabajo.

 

Así mismo, y a pesar de que el sentenciador descarta la relación laboral producto de la presencia de los presuntos contratos mercantiles, deriva de ellos la no existencia del elemento subordinación, es decir, pretende que dicho elemento se desprenda de las pruebas aportadas, cuando en realidad lo que debe estimarse es si la demandada, conforme a la distribución legal de la carga probatoria, pudo destruir la presunción de existencia del mismo.

Debió entonces el Juzgador de Alzada, escudriñar la verdadera naturaleza de los contratos mercantiles presentados, en búsqueda del hecho real allí contenido, o sea, si efectivamente corresponde a una actividad comercial o pretenden encubrir una relación laboral entre las partes. A ello hace referencia el citado autor Rafael Caldera, cuando señala: 

 

“A veces se da a la relación laboral la apariencia de una relación mercantil. Cuando los servicios del trabajador se ejercitan vendiendo al público los productos de una industria determinada, se trata a menudo de dar al contrato la forma simulada de una compraventa comercial: en apariencia, el trabajador no es sino un comerciante que adquiere unos productos para revenderlos. Sin embargo, las modalidades que acompañan a ese contrato simulado: el hecho de la reventa por la persona misma del revendedor, la exigencia, por ejemplo, de revender dentro de determinado radio, en determinadas condiciones y bajo la vigilancia de la empresa, sirven frecuentemente para demostrar la existencia de un nexo de dependencia característico del contrato de trabajo.”

 

 

Conforme a ello, resultaba indispensable verificar, entre otras cosas, si la actividad era desplegada de forma personal por el actor, si existía exclusividad por parte del actor para la venta de los productos de la demandada; autonomía para el establecimiento de precios y zonas de distribución, etc., para poder concluir si existía o no una prestación de servicio personal que constituyera un contrato de trabajo.

 

Estos errores de juzgamiento constituyen, sin lugar a dudas, una falta de aplicación de los artículos 65 de la Ley Orgánica del Trabajo y 1.166 del Código Civil, lo cual hace procedente la presente denuncia. En consecuencia, debe anularse el fallo impugnado y, así se decide.

 

D E C I S I Ó N

 

En fuerza de las razones expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara CON LUGAR el recurso de casación anunciado por la parte actora contra la sentencia de fecha 11 de julio de 2000, dictada por el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, en el juicio que por pago de prestaciones sociales sigue el ciudadano  NABIL SAAD, contra la sociedad mercantil DISTRIBUIDORA DE PRODUCTOS PRODERMA COSMETICOS S.R.L. la cual se ANULA. En consecuencia, se ORDENA remitir el expediente al citado Tribunal, a fin de que sea dictada una nueva decisión en acatamiento a la doctrina establecida en el presente fallo.

 

Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, con sede en Los Teques.

 

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho del Tribunal Supremo de Justicia en Sala de Casación Social, en Caracas,  a  los  dieciocho   (18)  días  del mes de diciembre de dos mil. Años: 190º de la Independencia y 141º de la Federación.
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